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Resumen 

El presente estudio tuvo como objetivo determinar la relación entre la percepción de transparencia y la 

confianza institucional en los usuarios del Poder Judicial del distrito de Chimbote, región de Áncash, 

durante el año 2025. Para ello, se empleó un enfoque cuantitativo, con diseño no experimental, 

transversal, descriptivo y correlacional, utilizando una muestra de 70 participantes seleccionados 

mediante muestreo no probabilístico por conveniencia. Las variables analizadas fueron percepción de 

transparencia y confianza institucional, considerando cuatro y seis dimensiones respectivamente. La 

hipótesis general planteó la existencia de una relación positiva y significativa entre ambas variables. 

Para el análisis de los datos se utilizó el coeficiente de correlación de Spearman. Los resultados 

evidenciaron una relación positiva, estadísticamente significativa y de magnitud muy fuerte entre la 

percepción de transparencia y la confianza institucional (ρ = 0.853; p < 0.001), indicando que mayores 

niveles de percepción de transparencia se asocian con mayores niveles de confianza institucional en los 

usuarios. En conjunto, se concluye que la transparencia institucional constituye un componente 

fundamental para el fortalecimiento de la confianza ciudadana y la legitimidad de las entidades 

administradoras de justicia. 

Palabras clave: Administración local, información pública, justicia, transparencia. 

Abstract 

The present study aimed to determine the relationship between the perception of transparency and 

institutional trust among users of the Judicial Power in the district of Chimbote, Áncash region, during 

the year 2025. For this purpose, a quantitative approach was employed, using a non-experimental, cross-

sectional, descriptive, and correlational design, with a sample of 70 participants selected through non-

probabilistic convenience sampling. The variables analyzed were perception of transparency and 



institutional trust, considering four and six dimensions respectively. The general hypothesis proposed 

the existence of a positive and significant relationship between both variables. Spearman’s correlation 

coefficient was used for data analysis. The results revealed a positive, statistically significant, and very 

strong relationship between the perception of transparency and institutional trust (ρ = 0.853; p < 0.001), 

indicating that higher levels of perceived transparency are associated with higher levels of institutional 

trust among users. Overall, it is concluded that institutional transparency constitutes a fundamental 

component for strengthening citizen trust and the legitimacy of justice administration entities. 

Keywords: Local administration, public information, justice, transparency. 

Introducción 

La transparencia y la confianza institucional son cimientos irrenunciables para la 

eficacia de los sistemas democráticos, al sustentar la legitimidad de las instituciones y la 

participación ciudadana. No obstante, pese a las regulaciones, su aplicación resulta 

inconsistente y poco rigurosa (OSCE, 2023); generando una brecha entre el marco legal y la 

práctica real. Esta problemática adquiere especial relevancia en el ámbito judicial; donde la 

transparencia (entendida como acceso a la información y claridad en los procesos), puede 

generar mayor compromiso y rendición de cuentas por parte de los servidores públicos (UN, 

2022). Sin embargo, contrariamente a la suposición generalizada, la relación entre 

transparencia y confianza ciudadana no es lineal ni mecánica, sino multifactorial y compleja 

(Erkkilä, 2020), lo que exige un análisis contextualizado en instituciones específicas. 

La crisis de confianza institucional vinculada a déficits de transparencia presenta 

patrones críticos en el ámbito internacional, particularmente en Latinoamérica. La corrupción 

persistente en la región erosiona sistemáticamente la credibilidad de las instituciones públicas, 

generando escepticismo ciudadano hacia todo el sector estatal (Gómez y Chamoli, 2024). Este 

fenómeno se agrava por la desconexión entre el marco normativo y su implementación real: en 

Brasil, el 25% de las entidades en 26 estados incumplen estándares básicos de transparencia 



(BM, 2020). En Argentina, las irregularidades en contrataciones públicas evidencian prácticas 

opacas que predeterminan resultados (Alfie, 2020). 

La confianza institucional, según Irarrázaval y Cruz (2023), depende de la capacidad 

regulatoria de las instituciones y su coherencia ética con normas sociales. Sin embargo, casos 

como el de España revelan una brecha profunda entre la toma de decisiones públicas y el acceso 

ciudadano a la información, donde la opacidad en el gasto estatal dificulta el escrutinio social 

(Darbishire, 2022). Paralelamente, en México, el 100% de los municipios urbanos registra 

quejas por corrupción (Hernández, 2020); reflejando un déficit de integridad que mina la 

legitimidad institucional. 

Asimismo, la crisis de confianza institucional en el Perú presenta rasgos críticos y 

multifacéticos, directamente vinculados a déficits estructurales de transparencia y corrupción 

sistémica. Según la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH, 2023), el país 

enfrenta una grave debilitación de la confianza ciudadana producto de la crisis de 

institucionalidad democrática que se arrastra desde 2016, obstaculizando la gobernabilidad y 

erosionando la legitimidad de las entidades públicas. Este escenario se agrava por la recurrente 

opacidad en la gestión estatal: la escasa publicidad de los procesos administrativos ha generado 

un clima de desconfianza generalizada en la administración pública (OSCE, 2020; Miranzo, 

2020; Vílchez et al., 2020; Carrión y Chanamé, 2024). 

En lo concreto, el 85% de los peruanos desconfía del PJ y el 73% del Ministerio Público 

(MP) (Ortiz, 2024); cifras que reflejan una ruptura profunda entre la ciudadanía y las 

instituciones clave del sistema de justicia. Como señala Buleje (2023), la corrupción transversal 

ha marcado la historia reciente del país, minando la credibilidad del Estado. A esto se suma la 

limitada participación ciudadana en asuntos locales y la percepción de opacidad en la toma de 

decisiones, identificadas como bases del escepticismo social (Morales et al., 2023). 

La entidad administradora de justicia en cuestión (PJ) enfrenta una crisis de 



credibilidad, reflejo de la desconfianza generalizada hacia el Poder Judicial peruano, donde 

persisten deficiencias operativas que alimentan la percepción de opacidad entre sus usuarios. 

A partir de la experiencia laboral y observación directa del autor en la entidad objeto de estudio, 

se han identificado de manera preliminar dificultades relacionadas con retrasos en la 

publicación de sentencias, falta de estandarización en el acceso a expedientes y limitada 

difusión de actos administrativos, así como desconocimiento de los usuarios respecto de los 

plazos de sus trámites. Estas apreciaciones corresponden a observaciones del contexto 

institucional realizadas por el autor y no constituyen resultados estadísticos derivados de un 

diagnóstico previo. 

Asimismo, desde la experiencia laboral del autor, se advierten posibles cuellos de 

botella vinculados con la oportunidad en la publicación de resoluciones, el acceso a 

información relevante y la duración de determinados expedientes. Estas observaciones 

preliminares permiten contextualizar la problemática que motiva el estudio, pero no 

constituyen estimaciones estadísticas ni resultados generalizables sobre el desempeño de la 

entidad. Tal contexto puede contribuir a una percepción desfavorable respecto de la 

transparencia institucional y profundizar la desconexión entre la institución y los ciudadanos a 

los que sirve. 

De esta manera, la investigación permite identificar cómo la percepción de 

transparencia influye en la confianza institucional de los usuarios de una entidad 

administradora de justicia, proporcionando información útil para reconocer deficiencias en la 

comunicación de información, los procedimientos, las decisiones y la gestión institucional. A 

partir de los resultados, la entidad podrá evaluar la implementación de estrategias orientadas a 

fortalecer la transparencia, mejorar la atención y optimizar la toma de decisiones basadas en 

evidencia, contribuyendo así al fortalecimiento de la legitimidad institucional y de la confianza 

ciudadana en el sistema de justicia. 



En términos conceptuales, la transparencia constituye un pilar fundamental del buen 

gobierno y de la gestión pública contemporánea, debido a que fortalece la legitimidad 

institucional, promueve la rendición de cuentas y consolida la confianza ciudadana (Bauhr y 

Grimes, 2021). Desde una perspectiva general, se entiende como la capacidad de una 

organización para comunicar de forma clara, accesible y verificable la información relacionada 

con sus decisiones, procesos y resultados (Porumbescu et al., 2022). En ese sentido, la 

transparencia no se limita únicamente a la publicación de datos, sino que también implica la 

apertura de procedimientos, la exposición de los fundamentos decisionales y la rendición 

pública del desempeño institucional (Grimmelikhuijsen y Meijer, 2014). 

Asimismo, Schnackenberg y Tomlinson (2016) sostienen que la transparencia es un 

constructo multidimensional compuesto por tres elementos esenciales: divulgación, claridad y 

precisión de la información. Complementariamente, Addink (2019) señala que esta debe 

manifestarse en todos los niveles de la gestión pública, abarcando tanto la comunicación de 

información como la explicación de los fundamentos de las decisiones y la rendición de 

cuentas. A partir de estos enfoques teóricos, el presente estudio considera cuatro dimensiones 

para analizar la transparencia: transparencia de información y datos, transparencia de procesos 

y procedimientos, transparencia de decisiones y fundamentos, y transparencia institucional y 

de gestión. 

En relación con la transparencia de información y datos, esta se refiere a la accesibilidad 

y claridad con que la entidad comunica documentos, estadísticas y reportes vinculados con su 

gestión. Según Grimmelikhuijsen y Meijer (2014), la disponibilidad de datos verificables 

permite que los ciudadanos evalúen la actuación institucional y reduzcan la percepción de 

opacidad. Del mismo modo, Bauhr y Grimes (2021) sostienen que la publicación de 

información completa y confiable contribuye a disminuir la corrupción y fortalecer la 

integridad institucional. 



Por otro lado, la transparencia de procesos y procedimientos implica que los ciudadanos 

comprendan las etapas, normas y criterios que orientan las actuaciones públicas. En este 

sentido, Addink (2019) señala que esta dimensión fortalece la previsibilidad y la equidad 

administrativa, al garantizar que las decisiones se adopten conforme a principios de legalidad 

y coherencia. De igual manera, Grimmelikhuijsen y Meijer (2014) afirman que la visibilidad 

de los procedimientos internos incrementa la confianza social al reducir la percepción de 

discrecionalidad. 

En cuanto a la transparencia de decisiones y fundamentos, esta dimensión se centra en 

la apertura con la que la institución comunica las razones y evidencias que sustentan sus 

decisiones. Al respecto, Fox (2018) diferencia entre una “transparencia pasiva”, limitada a la 

publicación de datos, y una “transparencia activa”, orientada a facilitar la comprensión de los 

motivos y criterios de las decisiones institucionales. Bajo esta perspectiva, explicar 

públicamente los fundamentos decisionales fortalece la rendición de cuentas y legitima la 

actuación de las autoridades (Porumbescu et al., 2022). 

Por otra parte, la confianza institucional se define como la creencia o expectativa 

positiva que poseen los ciudadanos respecto a que una institución actuará de manera 

competente, íntegra, justa y coherente con sus fines públicos. Según la Organización para la 

Cooperación y el Desarrollo Económicos (OECD, 2017), la confianza en las instituciones 

representa la expectativa de los ciudadanos de que el gobierno actuará de acuerdo con el interés 

general, de manera competente, honesta y equitativa. En esa misma línea, Kavanagh et al. 

(2020) sostienen que la confianza institucional depende de percepciones relacionadas con la 

competencia, la integridad, la equidad y la capacidad de respuesta de las organizaciones 

públicas. 

En consecuencia, la confianza institucional representa un componente esencial de la 

legitimidad democrática y del desempeño institucional, ya que determina el grado de 



colaboración ciudadana, la percepción de justicia y la eficacia de las políticas públicas (Aguilar 

et al., 2014). De la misma manera, en el contexto de las entidades administradoras de justicia, 

la confianza institucional resulta determinante para garantizar la credibilidad y legitimidad de 

sus decisiones. Por ello, para efectos de la presente investigación, esta variable se 

operacionaliza a través de seis dimensiones: competencia técnica, capacidad de respuesta, 

integridad, apertura e inclusión, equidad e independencia institucional. 

La competencia técnica se refiere a la percepción de que la institución cuenta con los 

conocimientos, habilidades y recursos necesarios para cumplir eficazmente sus funciones. En 

este sentido, la OECD (2017) plantea que la competencia constituye un pilar fundamental de 

la confianza pública, puesto que los ciudadanos confían en instituciones capaces de ofrecer 

servicios de calidad y resolver los problemas que enfrentan. De manera complementaria, 

Kavanagh et al. (2020) destacan que la competencia representa un componente clave de la 

confiabilidad institucional, debido a que los ciudadanos evalúan la eficacia técnica y 

profesional como evidencia de buen gobierno. En el ámbito judicial, esta dimensión se 

relaciona con la preparación jurídica del personal, la correcta aplicación de las normas y la 

eficiencia en la resolución de casos. 

Por su parte, la capacidad de respuesta hace referencia a la habilidad de la institución 

para atender oportunamente las necesidades, solicitudes o reclamos de la ciudadanía. Según la 

OECD (2025), los ciudadanos tienden a confiar más en aquellas instituciones que muestran 

sensibilidad frente a sus demandas y capacidad de adaptación ante los cambios sociales. 

Asimismo, Kavanagh et al. (2020) sostienen que la percepción de rapidez y eficacia en la 

atención influye directamente en la credibilidad institucional, al generar la idea de que la 

organización se preocupa genuinamente por servir al público. En el ámbito judicial, esta 

dimensión implica valorar si los procedimientos son ágiles, accesibles y orientados al usuario. 

En relación con la integridad institucional, esta consiste en la percepción de que la 



organización actúa con honestidad, transparencia y ética en el cumplimiento de sus funciones. 

De acuerdo con Peters (2024), la integridad constituye uno de los factores más determinantes 

de la confianza pública, ya que la ciudadanía confía en aquellas instituciones que no se 

corrompen ni benefician intereses particulares. Asimismo, la OECD (2017) enfatiza que la 

integridad implica coherencia entre lo que las instituciones dicen y lo que hacen, garantizando 

el uso responsable de los recursos públicos. En una entidad administradora de justicia, esta 

dimensión se expresa en la conducta ética de los funcionarios, la imparcialidad de los fallos y 

la rendición de cuentas. 

En cuanto a la apertura e inclusión, estas hacen referencia a la capacidad de la 

institución para involucrar a los ciudadanos en la toma de decisiones, garantizar el acceso 

equitativo a la información y promover la participación de todos los grupos sociales. Según 

Peters (2024), la confianza se fortalece cuando las instituciones fomentan la comunicación 

bidireccional, permiten la expresión de distintas voces y aseguran procesos inclusivos. Del 

mismo modo, la OECD (2025) sostiene que la apertura institucional refuerza la legitimidad, ya 

que promueve la percepción de que los organismos públicos están al servicio de todos los 

ciudadanos, sin exclusiones. En el caso del sistema de justicia, esta dimensión se relaciona con 

la transparencia procesal y la atención sin discriminación. 

Por otro lado, la equidad se entiende como la percepción de que la institución actúa de 

manera justa, imparcial y sin favoritismos, garantizando igualdad de trato ante la ley. De 

acuerdo con la United Nations Economic and Social Commission for Asia and the Pacific 

(ESCAP, 2023), la equidad constituye un principio central del buen gobierno, debido a que 

fomenta la percepción de justicia y legitima la autoridad pública. En concordancia con ello, 

Kavanagh et al. (2020) añaden que la percepción de equidad influye en la disposición de los 

ciudadanos para cooperar y acatar las decisiones institucionales. En el contexto judicial, esta 

dimensión se vincula con el trato imparcial, la igualdad de oportunidades en los procesos y la 



ausencia de discriminación en las resoluciones. 

Finalmente, la independencia institucional hace referencia al grado en que la 

organización ejerce sus funciones sin interferencias políticas, económicas o de otros intereses 

particulares. Según Hickey y Rivera (2024), la confianza ciudadana aumenta cuando las 

instituciones demuestran autonomía y actúan con imparcialidad frente a presiones externas. De 

manera similar, Aguilar et al. (2014) afirman que la independencia fortalece la legitimidad 

pública, ya que los ciudadanos perciben que las decisiones responden a criterios técnicos y 

legales, y no a intereses partidarios. En las entidades administradoras de justicia, la 

independencia institucional resulta esencial para garantizar la credibilidad del sistema y la 

vigencia del Estado de Derecho. 

Siguiendo el modelo multidimensional de Schnackenberg & Tomlinson (2016), y 

complementando con los enfoques de Addink (2019) sobre la transparencia en todos los niveles 

de la gestión pública, el presente estudio ha operacionalizado la transparencia en cuatro 

dimensiones adaptadas al contexto de la administración de justicia: transparencia de 

información y datos, de procesos y procedimientos, de decisiones y fundamentos, e 

institucional y de gestión. 

Por otro lado, el marco propuesto por Kavanagh et al. (2020) sobre los componentes de 

confiabilidad institucional (competencia, integridad, equidad y capacidad de respuesta), e 

integrando el enfoque de la OECD (2017) sobre los pilares de competencia y valores en la 

confianza pública (que incluye integridad, apertura, inclusión y equidad), el presente estudio 

ha operacionalizado la confianza institucional en seis dimensiones adaptadas al contexto de la 

administración de justicia: competencia técnica, capacidad de respuesta, integridad, apertura e 

inclusión, equidad e independencia institucional. Esta última dimensión se sustenta 

adicionalmente en los planteamientos de Hickey & Rivera (2024) y Aguilar et al. (2014) sobre 

la relevancia de la autonomía institucional para la legitimidad pública. 



Han existido diversos esfuerzos por entender la dinámica relación entre ambas variables 

y sus dimensiones. Por ejemplo, Grimmelikhuijsen y Meijer (2014), en Países Bajos, 

analizaron cómo la transparencia en la información institucional afecta la percepción de 

confianza de los ciudadanos hacia las entidades gubernamentales. El estudio fue experimental 

en línea con diseño cuantitativo, aplicando encuestas estructuradas a 1500 ciudadanos europeos 

expuestos a diferentes niveles de transparencia comunicacional. Los autores encontraron que 

la transparencia activa, entendida como la divulgación clara y comprensible de información y 

decisiones, incrementa significativamente la confianza percibida. Sin embargo, advirtieron que 

una sobreexposición de datos sin contexto puede generar escepticismo, concluyendo que la 

confianza institucional depende tanto de la cantidad como de la calidad de la información 

difundida. 

Asimismo, Kavanagh et al. (2020), en Estados Unidos, identificaron los factores que 

determinan la confianza y desconfianza en las instituciones públicas y privadas, considerando 

componentes como competencia técnica, integridad, equidad y capacidad de respuesta. La 

investigación fue de enfoque mixto, utilizando análisis de encuestas nacionales, entrevistas 

cualitativas y modelamiento de ecuaciones estructurales. Los resultados evidenciaron que los 

componentes más influyentes en la confianza institucional son la competencia técnica y la 

integridad ética. Además, concluyeron que las instituciones que responden eficazmente a las 

demandas ciudadanas fortalecen su legitimidad social, siendo la transparencia y la rendición 

de cuentas mediadores esenciales de la confianza. 

De igual manera, Bouckaert y Van de Walle (2003), en Bélgica, examinaron la relación 

entre satisfacción ciudadana, desempeño del servicio público y confianza institucional como 

indicadores de buen gobierno. Para ello, emplearon un análisis comparativo de encuestas 

europeas de administración pública mediante técnicas de correlación y regresión múltiple. Los 

hallazgos mostraron que la satisfacción con el servicio y la percepción de competencia técnica 



del gobierno explican en gran medida los niveles de confianza institucional. Asimismo, 

determinaron que las prácticas de transparencia en la gestión fortalecen la relación entre el 

desempeño percibido y la confianza ciudadana. 

Por su parte, en el contexto nacional, las iniciativas para comprender el fenómeno en 

cuestión son fundamentales para nuestro estudio. Así, Morales et al. (2023), en Perú, buscaron 

evaluar cómo las prácticas de gobierno abierto en municipalidades influyen en la transparencia 

y la confianza ciudadana. El estudio fue cuantitativo, no experimental, transversal y 

correlacional, aplicado a 319 ciudadanos de seis municipios peruanos mediante cuestionarios 

Likert sobre acceso a la información y confianza institucional. Los resultados evidenciaron una 

correlación positiva y significativa entre las dimensiones de transparencia, particularmente el 

acceso a la información y la rendición de cuentas, y la confianza institucional. En consecuencia, 

concluyeron que la apertura de datos y la participación ciudadana son factores decisivos para 

fortalecer la legitimidad institucional local. 

Por otro lado, De la Cruz (2020), en Perú, buscó analizar la efectividad del gobierno 

electrónico y la transparencia digital en la gestión institucional de gobiernos regionales. El 

diseño metodológico fue cuantitativo, descriptivo-correlacional, basado en el análisis de 200 

funcionarios públicos mediante encuestas estructuradas. Los resultados demostraron que la 

implementación de plataformas digitales de transparencia mejora la eficiencia administrativa y 

fortalece la confianza institucional. Asimismo, se concluyó que la transparencia de procesos y 

la claridad en la comunicación institucional inciden directamente en la percepción de integridad 

y credibilidad gubernamental. 

Finalmente, Buleje (2023), en Perú, analizó el impacto de la corrupción en la 

democracia y la confianza institucional. La investigación fue de tipo cualitativo-documental, 

utilizando análisis de contenido de informes oficiales, encuestas nacionales y literatura 

académica sobre gobernanza. Los hallazgos evidenciaron que la corrupción estructural y la 



falta de transparencia constituyen los principales factores que debilitan la confianza ciudadana 

en el sistema judicial y administrativo peruano. Por ello, el autor concluyó que la recuperación 

de la confianza exige fortalecer la integridad y la transparencia institucional. 

La presente investigación se enfoca en la pregunta central: ¿cuál es la relación entre la 

percepción de transparencia y la confianza institucional en los usuarios del Poder Judicial (PJ) 

del distrito de Chimbote (región de Áncash), en el año 2025? De esta manera, el objetivo 

general se orienta a determinar la relación entre ambas variables. Por su parte, los objetivos 

específicos se centran en: 1) describir el nivel de la percepción de transparencia y el nivel de 

la confianza institucional en los usuarios; 2) analizar el vínculo entre las dimensiones de la 

percepción de transparencia (transparencia de información y datos, transparencia de procesos 

y procedimientos, transparencia de decisiones y fundamentos, transparencia institucional y de 

gestión) y la confianza institucional en los usuarios; 3) explorar la asociación entre las 

dimensiones de la confianza institucional (competencia técnica, capacidad de respuesta, 

integridad, apertura e inclusión, equidad, independencia institucional) y la percepción de 

transparencia en los usuarios. 

Correspondientemente, la hipótesis general postula que la percepción de transparencia 

y la confianza institucional se relacionan de manera significativa y positiva en los usuarios; 

asimismo, las hipótesis específicas plantean que: 1) la percepción de transparencia y la 

confianza institucional se distribuyen en distintos niveles en la muestra del estudio; 2) las 

dimensiones de la percepción de transparencia y la confianza institucional en los usuarios se 

vinculan de manera significativa y positiva; 3) las dimensiones de la confianza institucional y 

la percepción de transparencia en los usuarios se asocian de manera significativa y positiva. 

Metodología 

Para fines de la presente investigación, se adoptó un enfoque cuantitativo, debido a que 

se busca analizar la relación entre la percepción de transparencia y la confianza institucional a 



partir de datos medibles y su respectivo tratamiento estadístico. Asimismo, el estudio presenta 

un diseño no experimental, dado que las variables no fueron manipuladas, sino observadas en 

su contexto natural, tal como se presentan en la realidad del PJ en la sede Chimbote objeto de 

estudio (Hernández-Sampieri et al., 2014). De igual manera, la investigación es de alcance 

correlacional, ya que su propósito es determinar el grado de relación existente entre la 

percepción de transparencia y la confianza institucional, así como entre sus dimensiones. 

 A su vez, posee un carácter descriptivo, en la medida que permite identificar y analizar 

las características de las variables y dimensiones en estudio dentro de su contexto particular. 

En ese mismo sentido, el diseño es de tipo transversal, debido a que la recolección de datos se 

realizó en un único momento temporal, correspondiente al año 2025 (Hernández-Sampieri et 

al., 2014). Por último, la investigación es de tipo básico, puesto que está orientada a generar 

conocimiento teórico y práctico sobre la relación entre las variables estudiadas, sin que ello 

implique una intervención directa en la realidad, contribuyendo así a la comprensión del 

vínculo entre transparencia y confianza institucional en las entidades administradoras de 

justicia (Hernández-Sampieri y Mendoza, 2022). 

La unidad de análisis estuvo constituida por los usuarios de los servicios de la entidad 

administradora de justicia objeto de estudio en el distrito de Chimbote. Para la selección de los 

participantes se empleó un muestreo no probabilístico por conveniencia, mediante el cual los 

participantes fueron seleccionados considerando su disponibilidad y disposición para participar 

en la investigación, conforme a lo planteado por Otzen y Manterola (2017). 

La muestra quedó conformada por 70 usuarios que acudieron a la entidad durante la 

fecha establecida para la recolección de información y que aceptaron voluntariamente 

participar en el estudio. Como criterios de inclusión, se consideró a usuarios mayores de edad 

que acudieran a la entidad administradora de justicia y manifestaran su voluntad de participar. 

Se excluyó a quienes no aceptaron formar parte del estudio. Asimismo, debido al carácter no 



probabilístico del muestreo, el tamaño de la muestra no fue determinado mediante una fórmula 

de estimación para poblaciones finitas ni mediante selección aleatoria. En consecuencia, los 

resultados obtenidos corresponden a los participantes incluidos en el estudio y no pretenden 

establecer representatividad estadística respecto de la totalidad de usuarios de la entidad. 

 De esta manera, para la recopilación de la información se empleó la técnica de encuesta, 

aplicada a los participantes mediante un cuestionario, el cual fue revisado y validado 

preliminarmente por dos expertos en la temática. La aplicación del instrumento fue presencial 

en las instalaciones de la institución de estudio, el día 15 de setiembre del 2025, con una 

duración aproximada de 20 minutos por participante. Previamente, los encuestados recibieron 

las indicaciones necesarias para el adecuado llenado del instrumento. Asimismo, la escala de 

medición utilizada fue de tipo Likert, compuesto por 16 ítems para la variable de percepción 

de transparencia y 24 ítems para la variable de confianza institucional, considerando cinco 

alternativas de respuesta: 1 (nunca); 2 (casi nunca); 3 (a veces); 4 (casi siempre) y 5 (siempre). 

 Los valores numéricos correspondientes a la escala Likert fueron asignados a cada uno 

de los ítems que conforman las dimensiones del instrumento. Posteriormente, se calcularon los 

promedios de los ítems pertenecientes a cada dimensión mediante el uso de medias aritméticas, 

obteniendo así un puntaje promedio por dimensión para cada participante. Dichos promedios 

fueron clasificados en tres niveles de interpretación: bajo (1.00–2.49), medio (2.50–3.49) y alto 

(3.50–5.00). Finalmente, los puntajes promedio de las dimensiones fueron integrados a través 

del cálculo de un promedio general para cada variable, el cual fue categorizado utilizando los 

mismos criterios establecidos para la clasificación por niveles. 

 Para el procesamiento y análisis de los datos se utilizaron dos herramientas: Microsoft 

Excel, que permitió realizar las tabulaciones y organizar la información en cuadros de 

frecuencia y porcentaje (descriptivos), y el software estadístico IBM SPSS v. 23, con el cual 

se evaluó la confiabilidad de los instrumentos, se realizó la prueba de normalidad y se 



analizaron las relaciones entre las variables y dimensiones mediante la estadística inferencial. 

En específico, se aplicó la prueba de normalidad de Kolmogorov–Smirnov, recomendada para 

muestras iguales o mayores a 50 individuos, debido a que el tamaño de la muestra del estudio 

fue de 70 participantes. Los resultados evidenciaron que ambas variables no seguían una 

distribución normal, incumpliendo el supuesto de normalidad estadística. 

 Como consecuencia de lo mencionado, se optó por la aplicación de pruebas no 

paramétricas, las cuales resultan adecuadas para el análisis de datos obtenidos mediante escalas 

ordinales tipo Likert. En ese sentido, se utilizó el coeficiente de correlación de Spearman para 

determinar la relación entre la percepción de transparencia y la confianza institucional, así 

como entre sus respectivas dimensiones, permitiendo una interpretación adecuada de los 

resultados del estudio. Finalmente, se presenta la distribución de la percepción de transparencia 

y la confianza institucional, a partir de sus dimensiones e ítems (preguntas). 

Tabla 1 

Distribución de las variables de estudio, sus dimensiones y el número de preguntas 

Variable Dimensión Items 

V1. Percepción de Transparencia 

D1. Transparencia de Información y Datos 4 

D2. Transparencia de Procesos y Procedimientos 4 

D3. Transparencia de Decisiones y Fundamentos 4 

D4. Transparencia Institucional y de Gestión 4 

V2. Confianza Institucional 

D5. Competencia Técnica 4 

D6. Capacidad de Respuesta 4 

D7. Integridad 4 

D8. Apertura e Inclusión 4 

D9. Equidad 4 

D10. Independencia Institucional 4 

Como se puede apreciar en la Tabla 1, la Percepción de Transparencia (V1) cuenta con 

4 dimensiones: Transparencia de Información y Datos (D1), Transparencia de Procesos y 

Procedimientos (D2), Transparencia de Decisiones y Fundamentos (D3) y Transparencia 

Institucional y de Gestión (D4); mientras que la Confianza Institucional (V2) posee 6 

dimensiones: Competencia Técnica (D5), Capacidad de Respuesta (D6), Integridad (D7), 

Apertura e Inclusión (D8), Equidad (D9) e Independencia Institucional (D10). 



Resultados 

Tabla 2 

Distribución de los participantes por sexo 

Sexo n % 

Masculino 35 50.00 

Femenino 35 50.00 

Total 70 100.00 

En la Tabla 2, se puede observar que el 50.00% (35) de participantes corresponde al 

sexo masculino, mientras que el 50.00% (35) de participantes corresponde al sexo femenino. 

De esta manera, se evidencia un equilibrio respectos a ambos sexos en la muestra. Es decir, la 

distribución se mantiene equilibrada, permitiendo contar con representación de hombres y 

mujeres. Asimismo, ello es importante de notar debido a que los servicios brindados por una 

entidad administradora de justicia son utilizados de manera relativamente transversal tanto por 

hombres como por mujeres, especialmente en trámites judiciales, consultas, procesos 

administrativos y atención al usuario. A diferencia de otras temáticas donde la participación 

suele concentrarse predominantemente en un solo sexo, la naturaleza institucional y pública 

del PJ favorece una concurrencia más equilibrada entre ambos grupos dentro de la muestra del 

estudio. 

Tabla 3 

Distribución de los participantes por rango de edad 

Rango de Edad (años) n % 

18 – 28 años 48 69.00 

29 – 39 años 9 13.00 

40 – 49 años 8 11.40 

50 – 59 años 5 6.60 

Total 70 100.00 

En la Tabla 3, se puede constatar que el 69.00% (48) de participantes corresponde al 

grupo de 18 a 28 años, el 13.00% (9) al de 29 a 39 años, el 11.40% (8) al de 40 a 49 años, 

mientras que el 6.60% (5) al de 50 a 59 años. 



Sobre ello, es importante notar que el rango de edad entre 18 a 28 años agrupa el 

porcentaje más alto de la muestra (69.00%), lo que es resaltante en tanto que las personas 

jóvenes suelen interactuar con mayor frecuencia con plataformas de consulta, trámites 

digitales, seguimiento de expedientes y otros mecanismos vinculados a la transparencia 

institucional, además de mostrar una mayor disposición para participar en encuestas y estudios 

académicos dentro de espacios públicos. Por otro lado, el rango de edad entre 50 a 59 años 

congrega el porcentaje más bajo de la muestra (6.60%), ya que este grupo etario tiende a 

presentar una menor participación en este tipo de procesos de recolección de información, 

además de una menor presencia relativa en los espacios y servicios específicos donde se aplicó 

el instrumento dentro de la entidad administradora de justicia. 

Tabla 4 

Distribución de los participantes por nivel educativo 

Nivel Educativo n % 

Secundaria 21 30.00 

Técnico 37 53.00 

Superior 12 17.00 

Total 70 100.00 

En la Tabla 4, se puede reconocer que el 30.00% (21) de participantes cuenta con 

educación secundaria, el 53.00% (37) cuenta con educación técnica, mientras que el 17.00% 

(12) con educación superior. 

A partir de ello, es necesario precisar que los participantes del nivel educativo técnico 

representan el porcentaje más alto de la muestra (53.00%), lo que se puede explicar debido a 

que una parte importante de los usuarios que acuden a entidades administradoras de justicia 

pertenece a sectores vinculados a actividades técnicas, operativas y de servicios, donde este 

nivel educativo posee una presencia considerable dentro de la población económicamente 

activa. Por otro lado, el grupo de personas con nivel educativo superior alberga el porcentaje 

más bajo de la muestra (17.00%), en vista que este sector suele representar una proporción 

menor dentro de los usuarios atendidos en este tipo de instituciones, además de contar, en 



algunos casos, con mayores recursos para acceder a asesorías privadas o mecanismos 

alternativos de gestión de sus procesos y trámites. 

Tabla 5 

Distribución de las variables de Percepción de Transparencia (V1) y Confianza Institucional 

(V2) según nivel (promedio) 

Nivel (Promedio) 
V1. Percepción de Transparencia V2. Confianza Institucional 

n % n % 

Alto 25 35.71 24 34.29 

Medio 8 11.43 7 10.00 

Bajo 37 52.86 39 55.71 

Total 70 100.00 70 100.00 

En la Tabla 5, se puede referir la distribución de nuestras variables de interés. Así, para 

la Percepción de Transparencia (V1), el 35.71% (25) de participantes indica un nivel alto, el 

11.43% (8) señala un nivel medio y el 52.86% (37) manifiesta un nivel bajo. De la misma 

manera, para la Confianza Institucional (V2), el 34.29% (24) de personas señala un nivel alto, 

el 10.00% (7) manifiesta un nivel medio y el 55.71% (39) indica un nivel bajo. 

A partir de lo referido, es importante señalar que la Percepción de Transparencia (V1) 

presenta una predominancia del nivel bajo (52.86%), lo que evidenciaría que una parte 

importante de los usuarios considera que la entidad administradora de justicia no comunica de 

manera suficientemente clara, accesible o consistente la información relacionada con sus 

procesos, decisiones y gestión institucional. Esta percepción podría encontrarse asociada a 

experiencias de demora, dificultades de acceso a la información o limitada claridad en los 

procedimientos institucionales. 

De la misma manera, se puede apuntar que la Confianza Institucional (V2) también 

presenta una predominancia del nivel bajo (55.71%), lo cual reflejaría que gran parte de los 

participantes mantiene percepciones desfavorables respecto a la capacidad, integridad, equidad 

y desempeño de la institución. En ese sentido, los resultados sugieren que la desconfianza 



institucional podría estar vinculada a percepciones de poca transparencia y limitada efectividad 

en la atención y resolución de los procesos dentro de la entidad estudiada. 

Tabla 6 

Distribución conjunta de las variables de Percepción de Transparencia (V1) y Confianza 

Institucional (V2) según nivel (promedio) 

Variable / Nivel (Promedio) 
V2. Confianza Institucional 

Total 
Bajo Medio Alto 

V1. Percepción de Transparencia 

Bajo 
36 1 0 37 

51.43 1.43 0.00 52.86 

Medio 
3 4 1 8 

4.29 5.71 1.43 11.43 

Alto 
0 2 23 25 

0.00 2.86 32.86 35.71 

Total 
39 7 24 70 

55.71 10.00 34.29 100.00 

Nota. En cada categoría, la primera fila corresponde a la frecuencia (n) y la segunda fila al porcentaje (%). Los 

porcentajes se calculan sobre el total de la muestra (N = 70). 

En la Tabla 6, se puede apreciar que el 51.43% (36) de personas considera que existe 

Percepción de Transparencia (Bajo) y Confianza Institucional (Bajo), el 32.86% (23) siente 

que existe Percepción de Transparencia (Alto) y Confianza Institucional (Alto), mientras que 

ninguna persona ha indicado que existe una combinación de opuestos: una variable de nivel 

alto y la otra de nivel bajo. 

Por ello, cabe precisar que el porcentaje más alto corresponde a los participantes que 

perciben simultáneamente niveles bajos tanto de Percepción de Transparencia (V1) como de 

Confianza Institucional (V2) (51.43%), lo que evidenciaría que las percepciones desfavorables 

respecto a la transparencia institucional tienden a asociarse con menores niveles de confianza 

hacia la entidad administradora de justicia. Asimismo, se tiene que considerar que el 32.86% 

de participantes manifestó simultáneamente niveles altos tanto de Percepción de Transparencia 

(V1) como de Confianza Institucional (V2), lo que sugiere que cuando los usuarios perciben 

mayor claridad, acceso a la información y apertura institucional, también tienden a desarrollar 

mayores niveles de confianza hacia la institución. 



Por otro lado, no se registraron casos en los cuales una variable se ubicara en nivel alto 

y la otra en nivel bajo. Si bien este patrón resulta consistente con la fuerte asociación observada 

entre ambas variables, también debe interpretarse con cautela, pues podría sugerir cierto grado 

de solapamiento entre los constructos evaluados, aspecto que será considerado entre las 

limitaciones del estudio. 

A partir de la información referida en las Tablas 5 y 6, se puede comprobar que las 

variables se distribuyen en distintos niveles en la muestra de estudio, aceptando la hipótesis 

específica 1. 

Tabla 7 

Distribución de la variable de Percepción de Transparencia (V1) y sus dimensiones (D1, D2, 

D3 y D4) según nivel (promedio) 

Nivel  

(Promedio) 

D1 D2 D3 D4 

n % n %    n   %    n  % 

Alto 25 35.71 23 32.86 24 34.29 21 30.00 

Medio 15 21.43 15 21.43 14 20.00 17 24.29 

Bajo 30 42.86 32 45.71 32 45.71 32 45.71 

Total 70 100.00 70 100.00 70 100.00 70 100.00 

Nota. No se colocan los títulos de las dimensiones para que la tabla pueda ser más legible; sin embargo, se 

mencionan a continuación: D1 (Transparencia de Procesos y Procedimientos), D2 (Transparencia de 

Información y Datos), D3 (Transparencia de Decisiones y Fundamentos), D4 (Transparencia Institucional y de 

Gestión). 

En la Tabla 7, se puede observar que, respecto a la Transparencia de Información y 

Datos (D1), los niveles de respuesta se distribuyen de la siguiente manera: 35.71% (25) para 

alto, 21.43% (15) para medio y 42.86% (30) para bajo; asimismo, para la Transparencia de 

Procesos y Procedimientos (D2), la clasificación es la siguiente: 32.86% (23) para alto, 21.43% 

(15) para medio y 45.71% (32) para bajo. 

Por otro lado, para la Transparencia de Decisiones y Fundamentos (D3), la 

desagregación se presenta como: 34.29% (24) para alto, 20.00% (14) para medio y 45.71% 

(32) para bajo, mientras que para la Transparencia Institucional y de Gestión (D4), se puede 



observar una distribución de la siguiente manera: 30.00% (21) para alto, 24.29% (17) para 

medio y 45.71% (32) para bajo. 

Así, es importante apreciar que la Transparencia de Información y Datos (D1) presenta 

una predominancia del nivel bajo (42.86%), lo que podría reflejar que una parte importante de 

los usuarios percibe limitaciones en el acceso, claridad o disponibilidad de la información 

proporcionada por la entidad administradora de justicia. Esta situación podría generar 

dificultades para que los ciudadanos comprendan adecuadamente el estado de sus trámites, las 

actuaciones institucionales o los mecanismos de acceso a la información pública. Asimismo, 

cabe precisar que la Transparencia de Procesos y Procedimientos (D2) también evidencia una 

mayor concentración en el nivel bajo (45.71%), situación que podría asociarse a percepciones 

de complejidad, poca claridad o limitada comprensión de los procedimientos institucionales 

por parte de los usuarios, especialmente en relación con los tiempos, requisitos y etapas de los 

procesos judiciales. 

Ahora bien, es importante apuntar que la Transparencia de Decisiones y Fundamentos 

(D3) muestra igualmente una predominancia del nivel bajo (45.71%), lo que sugeriría que los 

participantes consideran insuficiente la explicación o justificación de las decisiones adoptadas 

por la institución. En ese sentido, la limitada comunicación de los fundamentos de las 

resoluciones podría influir negativamente en la percepción de legitimidad y objetividad 

institucional. Por último, es menester indicar que la Transparencia Institucional y de Gestión 

(D4) presenta también una mayor proporción en el nivel bajo (45.71%), evidenciando posibles 

percepciones desfavorables respecto a la apertura institucional, la gestión administrativa y la 

comunicación general desarrollada por la entidad estudiada, lo que podría contribuir al 

fortalecimiento de percepciones de distanciamiento entre la institución y los usuarios. 

 



Tabla 8 

Distribución de la variable de Confianza Institucional (V2) y sus dimensiones (D5, D6, D7, 

D8, D9 y D10) según nivel (promedio) 

Nivel  

(Promedio) 

D5 D6 D7 D8 D9 D10 

n % n % n % n % n % n % 

Alto 25 35.71 25 35.71 22 31.43 22 31.43 19 27.14 24 34.29 

Medio 19 27.14 10 14.29 19 27.14 17 24.29 29 41.43 12 17.14 

Bajo 26 37.14 35 50.00 29 41.43 31 44.29 22 31.43 34 48.57 

Total 70 100.00 70 100.00 70 100.00 70 100.00 70 100.00 70 100.00 

Nota. No se colocan los títulos de las dimensiones para que la tabla pueda ser más legible; sin embargo, se 

mencionan a continuación: D5 (Competencia Técnica), D6 (Capacidad de Respuesta), D7 (Integridad), D8 

(Apertura e Inclusión), D9 (Equidad) y D10 (Independencia Institucional). 

En la Tabla 8, se puede visualizar que, respecto a la Competencia Técnica (D5), los 

niveles de respuesta se distribuyen de la siguiente manera: 35.71% (25) para alto, 27.14% (19) 

para medio y 37.14% (26) para bajo; asimismo, para la Capacidad de Respuesta (D6), la 

clasificación es la siguiente: 35.71% (25) para alto, 14.29% (10) para medio y 50.00% (35) 

para bajo. Asimismo, para la Integridad (D7), la desagregación se presenta como: 31.43% (22) 

para alto, 27.14% (19) para medio y 41.43% (29) para bajo. 

Por otro lado, para la Apertura e Inclusión (D8), se puede observar una distribución de 

la siguiente manera: 31.43% (22) para alto, 24.29% (17) para medio y 44.29% (31) para bajo. 

De la misma manera, en lo que concierne a la Equidad (D9), los niveles de respuesta se 

distribuyen de la siguiente manera: 27.14% (19) para alto, 41.43% (29) para medio y 31.43% 

(22) para bajo. Finalmente, para la Independencia Institucional (D10), la desagregación se 

presenta como: 34.29% (24) para alto, 17.14% (12) para medio y 48.57% (34) para bajo. 

Así, es importante apreciar que la Competencia Técnica (D5) presenta una distribución 

relativamente equilibrada entre el nivel alto (35.71%) y el nivel bajo (37.14%), lo que podría 

evidenciar percepciones divididas respecto a la preparación, capacidad profesional y eficacia 

técnica del personal de la entidad administradora de justicia. En ese sentido, mientras algunos 

usuarios consideran que la institución cuenta con personal capacitado y competente para 



atender los procesos judiciales, otros perciben deficiencias vinculadas a la calidad de atención, 

precisión técnica o eficiencia en el desarrollo de las actuaciones institucionales. Asimismo, 

cabe precisar que la Capacidad de Respuesta (D6) evidencia una predominancia del nivel bajo 

(50.00%), situación que podría asociarse a percepciones de demora, limitada rapidez de 

atención o insuficiente capacidad institucional para responder oportunamente a las necesidades 

de los usuarios. Ello resulta relevante considerando que la lentitud en los trámites y la escasa 

orientación al ciudadano suelen constituir factores que afectan negativamente la percepción del 

desempeño institucional en entidades de justicia. 

Ahora bien, es importante apuntar que la Integridad (D7) muestra una mayor 

concentración en el nivel bajo (41.43%), lo que sugeriría que una parte importante de los 

participantes mantiene dudas respecto a la honestidad, imparcialidad o comportamiento ético 

de la institución y sus funcionarios. Esta situación podría encontrarse influenciada por la 

persistente percepción social de corrupción y falta de transparencia que históricamente afecta 

la imagen del sistema judicial peruano. Finalmente, es menester indicar que la Apertura e 

Inclusión (D8) también presenta predominancia del nivel bajo (44.29%), evidenciando posibles 

percepciones de limitada participación, escasa comunicación institucional o insuficiente 

inclusión de los usuarios dentro de los procesos y espacios de interacción promovidos por la 

entidad. Lo anterior podría generar una sensación de distanciamiento entre la institución y la 

ciudadanía usuaria de sus servicios. 

De la misma manera, en lo que concierne a la Equidad (D9), se aprecia una mayor 

concentración en el nivel medio (41.43%), lo que podría indicar percepciones intermedias 

respecto al trato justo e imparcial brindado por la institución, reflejando que los participantes 

no presentan una valoración completamente favorable ni totalmente desfavorable sobre esta 

dimensión. Esto podría deberse a experiencias heterogéneas de atención y resolución de casos 

entre los distintos usuarios. Finalmente, en relación con la Independencia Institucional (D10), 



predomina el nivel bajo (48.57%), lo que podría reflejar que una parte considerable de los 

usuarios percibe posibles influencias externas o limitaciones en la autonomía de la entidad 

administradora de justicia al momento de ejercer sus funciones y tomar decisiones. Dicha 

percepción podría estar asociada al contexto nacional de cuestionamientos públicos sobre 

presiones políticas, intereses externos o falta de autonomía en determinadas instituciones del 

sistema de justicia. 

Tabla 9 

Estimación de la Confiabilidad de las variables de Percepción de Transparencia (V1) y 

Confianza Institucional (V2) mediante el Coeficiente Alfa de Cronbach 

Variable α 

V1. Percepción de Transparencia 0.955 

V2. Confianza Institucional 0.972 

En la Tabla 9, se observa que la variable Percepción de Transparencia (V1) obtuvo un 

coeficiente de 0.955, lo que indica un excelente nivel de consistencia interna entre los ítems 

que conforman el instrumento. Por su parte, la variable Confianza Institucional (V2) alcanzó 

un coeficiente de 0.972, lo que representa un excelente nivel de consistencia interna, 

garantizando que los ítems utilizados miden de manera consistente ambos constructos 

evaluados, en este caso las variables de interés (Hernández Sampieri y Mendoza, 2019). De 

esta manera, siguiendo lo dispuesto por Sierra Bravo (2001), se concluye que ambos resultados 

evidencian que el instrumento aplicado cumple con los estándares mínimos de los niveles de 

consistencia interna, lo que permite asegurar la precisión y estabilidad de los datos recolectados 

para el análisis de las variables de estudio. 

 

 

 

 

  



Tabla 10 

Prueba de normalidad de las variables de Percepción de Transparencia (V1) y la Confianza 

Institucional (V2) mediante Kolmogorov-Smirnov 

Variable 
Kolmogorov-Smirnov 

Estadístico Gl Sig. 

V1. Percepción de Transparencia 0.196 68 < 0.001 

V2. Confianza Institucional 0.194 68 < 0.001 

En la Tabla 10, se presentan los resultados de la prueba de normalidad de Kolmogorov–

Smirnov aplicada a las variables del estudio, debido a que la muestra fue de 70 participantes. 

Para la variable Percepción de Transparencia (V1), el valor de significancia obtenido (p < 

0.001) es inferior al nivel de significancia establecido (α = 0.05), lo que permite rechazar la 

hipótesis nula de normalidad. De igual manera, para la variable Confianza Institucional (V2), 

el valor de significancia obtenido (p < 0.001) resulta inferior al nivel crítico establecido, por lo 

que se rechaza la hipótesis nula de normalidad. 

De esta manera, considerando que ambas variables no cumplen con el supuesto de 

normalidad, se optó por emplear pruebas no paramétricas para el análisis inferencial. De 

acuerdo con Field (2018) y Hair et al. (2019), cuando los datos no siguen una distribución 

normal, los métodos no paramétricos resultan adecuados y permiten obtener estimaciones 

robustas. En ese sentido, se empleó el coeficiente de correlación de Spearman para analizar la 

relación entre las variables del estudio y sus respectivas dimensiones. 

Tabla 11 

Resultados de la correlación de Spearman entre las variables de Percepción de Transparencia 

(V1) y Confianza Institucional (V2) 

Correlación de Spearman 

Coeficiente de correlación 0.853 

Sig. (bilateral) < 0.001 

N 70 

En la Tabla 11, se observa que el coeficiente de correlación de Spearman obtenido (ρ = 

0.853) evidencia la existencia de una relación positiva y estadísticamente significativa (p < 



0.001) entre ambas variables, indicando que mayores niveles de Percepción de Transparencia 

(V1) tienden a asociarse con mayores niveles de Confianza Institucional (V2) en los 

participantes. Lo anteriormente mencionado puede explicarse debido a que, en instituciones 

vinculadas a la administración de justicia, la percepción de transparencia suele constituir uno 

de los principales factores asociados al fortalecimiento de la confianza institucional. 

En ese sentido, cuando los usuarios perciben que la entidad comunica de manera clara 

la información, permite el acceso a los procedimientos, explica adecuadamente sus decisiones 

y actúa con apertura institucional, tienden a desarrollar una percepción más favorable respecto 

a la legitimidad, confiabilidad y credibilidad de la institución. Por el contrario, las percepciones 

de opacidad, demora o limitada rendición de cuentas podrían contribuir al deterioro de la 

confianza de los ciudadanos hacia la entidad administradora de justicia. 

 Asimismo, la magnitud de la correlación evidencia una elevada asociación entre ambas 

variables dentro de la muestra analizada. No obstante, este resultado debe interpretarse con 

cautela, considerando que ambas variables fueron medidas mediante instrumentos de 

autorreporte tipo Likert aplicados simultáneamente a los mismos participantes, por lo que no 

puede descartarse la posible influencia de sesgo de método común. 

En relación con la hipótesis general del estudio, estos resultados permiten confirmar la 

existencia de una asociación positiva entre la Percepción de Transparencia (V1) y la Confianza 

Institucional (V2). Asimismo, debido a que el nivel de significancia obtenido es inferior al 

valor crítico establecido (p < 0.05), se acepta la hipótesis general de investigación, 

concluyéndose que niveles de Percepción de Transparencia (V1) más favorables se asocian 

significativamente con mayores niveles de Confianza Institucional (V2) en el contexto de la 

investigación. 

 

 



Tabla 12 

Resultados de la correlación de Spearman entre las dimensiones de la variable de Percepción 

de Transparencia (D1, D2, D3, D4) y la variable de Confianza Institucional (V2) 

Dimensión Correlación de Spearman 
V2. Confianza 

Institucional 

D1. Transparencia de Información y Datos 

Coeficiente de correlación 0.851 

Sig. (bilateral) < 0.001 

N 70 

D2. Transparencia de Procesos y 

Procedimientos 

Coeficiente de correlación 0.839 

Sig. (bilateral) < 0.001 

N 70 

D3. Transparencia de Decisiones y 

Fundamentos 

Coeficiente de correlación 0.811 

Sig. (bilateral) < 0.001 

N 70 

D4. Transparencia Institucional y de Gestión 

Coeficiente de correlación 0.804 

Sig. (bilateral) < 0.001 

N 70 

En la Tabla 12, se observan los coeficientes de correlación de Spearman obtenidos entre 

cada dimensión de Percepción de Transparencia (V1) y Confianza Institucional (V2), los cuales 

se detallan a continuación. 

La Transparencia de Información y Datos (D1) presenta una relación positiva, de 

magnitud muy fuerte y estadísticamente significativa con la Confianza Institucional (V2) (ρ = 

0.851; p < 0.001). Este resultado se asocia con el hecho de que la disponibilidad clara y 

accesible de información institucional permite que los usuarios comprendan mejor las 

actuaciones de la entidad administradora de justicia, reduciendo percepciones de incertidumbre 

u opacidad respecto a su funcionamiento. En ese sentido, el acceso a información clara y 

verificable se perfila como uno de los componentes más relevantes vinculados a la confianza 

institucional dentro del contexto estudiado. 

De la misma manera, la Transparencia de Procesos y Procedimientos (D2) evidencia 

una relación positiva, de magnitud muy fuerte y estadísticamente significativa con la Confianza 

Institucional (V2) (ρ = 0.839; p < 0.001). Ello se explica en que esta dimensión permite a los 

usuarios conocer las etapas, requisitos y mecanismos involucrados en los trámites y actuaciones 

judiciales, lo cual se asocia con una mayor percepción de orden, previsibilidad y legitimidad 



institucional. En consecuencia, las percepciones de complejidad, demora o poca claridad 

procedimental estarían vinculadas con menores niveles de confianza institucional en los 

usuarios. 

Por otro lado, la Transparencia de Decisiones y Fundamentos (D3) muestra una relación 

positiva, de magnitud muy fuerte y estadísticamente significativa con la Confianza 

Institucional (V2) (ρ = 0.811; p < 0.001), lo cual se sustenta en que esta dimensión favorece 

que los usuarios comprendan las razones, criterios y fundamentos de las actuaciones y 

resoluciones institucionales. Así, cuando las decisiones son percibidas como justificadas, 

coherentes y suficientemente explicadas, los ciudadanos tienden a considerar que la institución 

actúa de manera más legítima y objetiva, lo que se relacionaría con una mayor confianza hacia 

la entidad administradora de justicia. 

Finalmente, la Transparencia Institucional y de Gestión (D4) presenta una relación 

positiva, de magnitud muy fuerte y estadísticamente significativa con la Confianza 

Institucional (V2) (ρ = 0.804; p < 0.001). Este hallazgo se vincula con la percepción general de 

apertura, organización y rendición de cuentas desarrollada por la entidad estudiada: cuando los 

usuarios consideran que la institución gestiona adecuadamente la información y mantiene 

mecanismos visibles de gestión, se observan mayores niveles de confianza institucional 

asociados a dicha percepción. 

En relación con la hipótesis específica 2 del estudio, a partir de los resultados obtenidos, 

se acepta en su totalidad, debido a que la totalidad de las 4 dimensiones de la Percepción de 

Transparencia (V1) presentan relaciones estadísticamente significativas con Confianza 

Institucional (V2). 

 



Tabla 13 

Resultados de la correlación de Spearman entre las dimensiones de la variable de Confianza 

Institucional (D5, D6, D7, D8, D9, D10) y la variable de Percepción de Transparencia (V1) 

Dimensión Correlación de Spearman V1. Percepción de Transparencia 

D5. Competencia Técnica 

Coeficiente de correlación 0.816 

Sig. (bilateral) < 0.001 

N 70 

D6. Capacidad de Respuesta 

Coeficiente de correlación 0.821 

Sig. (bilateral) < 0.001 

N 70 

D7. Integridad 

Coeficiente de correlación 0.804 

Sig. (bilateral) < 0.001 

N 70 

D8. Apertura e Inclusión 

Coeficiente de correlación 0.821 

Sig. (bilateral) < 0.001 

N 70 

D9. Equidad 

Coeficiente de correlación 0.832 

Sig. (bilateral) < 0.001 

N 70 

D10. Independencia Institucional 

Coeficiente de correlación 0.817 

Sig. (bilateral) < 0.001 

N 70 

En la Tabla 13, se observan los coeficientes de correlación de Spearman obtenidos entre 

cada dimensión de Confianza Institucional (V2) y Percepción de Transparencia (V1), los cuales 

se detallan a continuación. 

La Competencia Técnica (D5) presenta una relación positiva, de magnitud muy fuerte 

y estadísticamente significativa con la Percepción de Transparencia (V1) (ρ = 0.816; p < 0.001). 

Ello se asocia con que la percepción de un personal capacitado, con conocimiento especializado 

y capacidad profesional para resolver los procesos institucionales, favorece que las actuaciones 

de la entidad sean interpretadas como más ordenadas, claras y confiables, lo cual se relaciona 

con una mayor percepción de transparencia. 

De la misma manera, la Capacidad de Respuesta (D6) evidencia una relación positiva, 

de magnitud muy fuerte y estadísticamente significativa con la Percepción de Transparencia 

(V1) (ρ = 0.821; p < 0.001). Esta dimensión refleja la habilidad de la institución para atender 

oportunamente las necesidades, consultas y requerimientos de los ciudadanos; así, la rapidez, 



accesibilidad y disposición institucional para resolver trámites o inquietudes se asociarían con 

una mayor percepción de apertura y claridad institucional. 

Por otro lado, la Integridad (D7) muestra una relación positiva, de magnitud muy fuerte 

y estadísticamente significativa con la Percepción de Transparencia (V1) (ρ = 0.804; p < 0.001), 

la cual se sustenta en que esta dimensión se encuentra asociada con percepciones de honestidad, 

ética e imparcialidad en las actuaciones de la entidad. En ese sentido, la percepción de 

comportamientos éticos y transparentes se relacionaría con una mayor legitimidad institucional 

frente a los usuarios. 

Asimismo, la Apertura e Inclusión (D8) presenta una relación positiva, de magnitud 

muy fuerte y estadísticamente significativa con la Percepción de Transparencia (V1) (ρ = 

0.821; p < 0.001). Esta dimensión favorece la percepción de cercanía institucional, 

participación ciudadana y acceso equitativo a la información y a los servicios brindados por la 

entidad, lo cual se asociaría con percepciones más favorables respecto a la transparencia 

institucional. 

En la misma línea, la Equidad (D9) evidencia una relación positiva, de magnitud muy 

fuerte y estadísticamente significativa con la Percepción de Transparencia (V1) (ρ = 0.832; p 

< 0.001). Esta dimensión se vincula con la percepción de justicia, imparcialidad y trato 

igualitario dentro de los procedimientos institucionales; así, la ausencia de favoritismos y la 

igualdad de trato entre usuarios se relacionarían con una valoración más positiva de la 

transparencia institucional. 

Finalmente, la Independencia Institucional (D10) presenta una relación positiva, de 

magnitud muy fuerte y estadísticamente significativa con la Percepción de Transparencia (V1) 

(ρ = 0.817; p < 0.001). Esta dimensión representa la percepción de autonomía y ausencia de 

influencias externas en la toma de decisiones institucionales, por lo que la independencia frente 



a intereses políticos o particulares se asociaría con una mayor percepción de transparencia 

institucional. 

En relación con la hipótesis específica 3 del estudio, a partir de los resultados obtenidos, 

se acepta en su totalidad, debido a que la totalidad de las 6 dimensiones de Confianza 

Institucional (V2) presentan relaciones estadísticamente significativas con la Percepción de 

Transparencia (V1). 

Discusión y Conclusiones 

Al analizar la relación entre la transparencia de información y datos y la confianza 

institucional de los usuarios del Poder Judicial en Chimbote, en el año 2025, los resultados 

evidenciaron una relación positiva y significativa, sustentada en un coeficiente de correlación 

de 0.851 y un nivel de significancia de 0.000. Este hallazgo permite sostener que, en la medida 

en que la institución brinda información más clara, accesible y verificable, los usuarios 

desarrollan mayores niveles de confianza hacia la entidad. No obstante, esta relación no debe 

interpretarse como un efecto automático o estrictamente causal, debido a que el diseño 

correlacional y transversal del estudio únicamente permite identificar asociación entre 

variables. En ese sentido, la transparencia informativa puede comprenderse como un 

mecanismo que reduce la incertidumbre y mejora la percepción de credibilidad institucional, 

especialmente en contextos donde históricamente ha predominado la desconfianza hacia el 

sistema de justicia. 

Estos resultados guardan coherencia con Grimmelikhuijsen y Meijer (2014), quienes 

sostienen que la transparencia de la información influye de manera significativa en la 

percepción de competencia institucional. Según dichos autores, la ciudadanía desarrolla 

mayores niveles de confianza cuando la información pública es clara, comprensible y oportuna. 

De manera similar, Bouckaert y Van de Walle (2003) argumentan que la satisfacción de los 

usuarios depende en gran medida de la especificidad y claridad de la información 



proporcionada por las instituciones públicas. En consecuencia, los resultados obtenidos 

sugieren que la confianza institucional no solo depende de la existencia de información pública, 

sino de la calidad, utilidad y comprensión de dicha información para los ciudadanos. 

En términos de magnitud, cabe precisar que la comparación directa entre el coeficiente 

hallado en el presente estudio (ρ = 0.851) y los resultados de Grimmelikhuijsen y Meijer (2014) 

no resulta plenamente equivalente, dado que dichos autores emplearon un diseño experimental 

cuyos resultados se reportan mediante pruebas de diferencia de medias (ANOVA) entre grupos 

expuestos a distintos niveles de transparencia, y no mediante un coeficiente de correlación entre 

variables continuas. Esta diferencia metodológica impide una comparación numérica directa 

de magnitudes; sin embargo, es razonable esperar que un diseño correlacional como el presente, 

que mide percepciones acumuladas de ambas variables reportadas por el mismo grupo de 

usuarios en un único momento, tienda a producir asociaciones de mayor magnitud que un 

diseño experimental que aísla el efecto causal de una manipulación puntual y controlada de la 

transparencia. Por ello, la elevada magnitud del vínculo hallado en Chimbote no debe 

interpretarse como evidencia de un efecto causal más fuerte que el reportado por dichos autores, 

sino como reflejo de las diferencias estructurales entre ambos tipos de diseño. 

Asimismo, los resultados descriptivos permiten profundizar el análisis, ya que la 

mayoría de los encuestados calificó la transparencia de información y datos como ‘mala’ o 

‘regular’, mientras que la confianza institucional se concentró principalmente en niveles 

‘medios’ y ‘altos’. Esta situación evidencia que, aunque la confianza institucional todavía logra 

sostenerse parcialmente, existe una brecha importante entre las expectativas ciudadanas y la 

percepción real de transparencia. Por tanto, la confianza observada podría ser una confianza 

frágil o condicionada, susceptible de deteriorarse si la institución no fortalece sus mecanismos 

de acceso, claridad y difusión de la información. 



Desde una perspectiva conceptual, Fox (2018) señala que la transparencia implica no 

solo la disponibilidad de información, sino también la posibilidad de que los ciudadanos 

comprendan y evalúen las acciones institucionales. Bajo esta lógica, los hallazgos del estudio 

permiten afirmar que la transparencia informativa constituye un elemento estratégico para 

recuperar legitimidad y fortalecer la relación entre ciudadanía e instituciones judiciales, 

especialmente en contextos donde persisten percepciones de opacidad y desconfianza. 

Al analizar la relación entre la transparencia de procesos y procedimientos y la 

confianza institucional de los usuarios, se encontró una relación positiva y significativa, 

reflejada en un coeficiente de Spearman de 0.839 y un nivel de significancia de 0.000. Este 

resultado demuestra que la claridad y apertura en la ejecución de los procedimientos 

institucionales se asocian con el fortalecimiento de la confianza ciudadana. En una entidad 

administradora de justicia, los procedimientos representan el principal espacio de interacción 

entre el ciudadano y la institución; por ello, cuando estos son percibidos como comprensibles, 

ordenados y previsibles, disminuye la sensación de arbitrariedad y aumenta la percepción de 

legitimidad institucional. 

La relevancia de este hallazgo se fortalece al considerar que, en los resultados 

descriptivos, más del 85.00% de los encuestados percibió la transparencia de procesos y 

procedimientos como ‘mala’ o ‘regular’. Esto evidencia que los usuarios todavía identifican 

dificultades para comprender el funcionamiento interno de la entidad, los tiempos de respuesta 

o los criterios aplicados en sus actuaciones. En consecuencia, la relación hallada no solo refleja 

una asociación estadística, sino también una necesidad institucional concreta: mejorar la 

comunicación y visibilidad de los procedimientos para reducir incertidumbre y fortalecer la 

seguridad jurídica percibida por los ciudadanos. 

Estos resultados coinciden con Kavanagh et al. (2020), quienes sostienen que la 

transparencia en los procesos institucionales fortalece la percepción de confiabilidad y 



legitimidad pública. Del mismo modo, Morales et al. (2023) concluyen que las limitaciones en 

la apertura procedimental afectan negativamente la confianza ciudadana, especialmente cuando 

los ciudadanos no logran identificar cómo se desarrollan los procesos internos o cómo se toman 

las decisiones administrativas. En ese sentido, la transparencia procedimental adquiere un valor 

estratégico porque permite que los usuarios perciban coherencia, legalidad y equidad en las 

actuaciones institucionales. 

Desde el plano teórico, Addink (2019) sostiene que la transparencia de procesos 

fortalece la previsibilidad y la equidad administrativa al garantizar actuaciones ajustadas a 

principios de legalidad y coherencia. Bajo esta perspectiva, los resultados del estudio permiten 

afirmar que la transparencia procedimental no solo cumple una función informativa, sino 

también legitimadora, ya que se asocia con una mayor percepción, por parte de los ciudadanos, 

de una institución más justa, organizada y confiable. 

Al analizar la relación entre la transparencia de decisiones y fundamentos y la confianza 

institucional de los usuarios, se identificó una relación positiva y significativa, sustentada en 

un coeficiente de Spearman de 0.811 y una significancia de 0.000. Este hallazgo demuestra que 

cuando las decisiones institucionales son explicadas de manera clara, razonada y accesible, la 

confianza de los ciudadanos tiende a incrementarse considerablemente. En el ámbito judicial, 

este resultado adquiere especial importancia debido a que la legitimidad de las decisiones no 

depende únicamente de su contenido, sino también de la capacidad de la institución para 

justificar públicamente sus fundamentos y criterios de actuación. 

La importancia de esta dimensión radica en que la ciudadanía no solo espera resultados, 

sino también explicaciones comprensibles sobre cómo y por qué se adoptan determinadas 

decisiones. En contextos donde predominan percepciones de corrupción, favoritismo o 

arbitrariedad, la ausencia de fundamentación pública puede incrementar la desconfianza y 

debilitar la legitimidad institucional. Por ello, la transparencia decisional cumple una función 



esencial al permitir que los ciudadanos comprendan la racionalidad detrás de las actuaciones 

institucionales y perciban mayor imparcialidad en la administración de justicia. 

Los hallazgos obtenidos guardan relación con lo planteado por Kavanagh et al. (2020), 

quienes identificaron que la integridad y claridad en la toma de decisiones constituyen factores 

determinantes para la construcción de confianza institucional. Del mismo modo, Morales et al. 

(2023) sostienen que la ausencia de información sobre los fundamentos de las decisiones 

públicas genera percepciones de opacidad y reduce la credibilidad institucional. En 

consecuencia, los resultados del presente estudio reafirman que la confianza ciudadana 

depende en gran medida de la percepción de honestidad, coherencia y justificación de las 

decisiones institucionales. 

A nivel conceptual, Porumbescu et al. (2022) afirman que explicar públicamente los 

fundamentos de las decisiones fortalece la rendición de cuentas y legitima la actuación de las 

autoridades. Bajo esta perspectiva, la transparencia decisional no debe entenderse únicamente 

como la publicación de resultados o resoluciones, sino como la posibilidad de que el ciudadano 

comprenda el razonamiento institucional detrás de cada actuación. En consecuencia, los 

resultados permiten sostener que la explicación clara y accesible de las decisiones constituye 

un mecanismo clave para fortalecer la legitimidad y la confianza en las instituciones de justicia. 

Al analizar la relación entre la transparencia institucional y de gestión y la confianza 

institucional de los usuarios, se encontró una relación positiva y significativa, reflejada en un 

coeficiente de 0.804 y una significancia de 0.000. Aunque esta dimensión presentó el 

coeficiente más bajo entre las dimensiones de transparencia evaluadas, la relación sigue siendo 

fuerte y estadísticamente significativa, lo que demuestra que la forma en que la institución 

gestiona y comunica sus acciones se asocia con la confianza de los ciudadanos. 

Este resultado permite comprender que la confianza institucional no depende 

únicamente de acciones aisladas de transparencia, sino de una percepción integral sobre la 



gestión, coherencia y responsabilidad institucional. En otras palabras, los ciudadanos valoran 

no solo la disponibilidad de información, sino también la consistencia entre lo que la institución 

comunica y lo que efectivamente realiza. Por ello, cuando la gestión institucional es percibida 

como abierta, coherente y orientada a la rendición de cuentas, la legitimidad institucional tiende 

a fortalecerse. 

Los resultados descriptivos refuerzan esta interpretación, ya que la transparencia 

institucional y de gestión presentó los niveles más altos de percepción negativa o regular entre 

todas las dimensiones analizadas. Esto evidencia que los usuarios aún perciben limitaciones en 

la forma en que la institución comunica sus acciones, administra sus recursos y evidencia sus 

resultados. En consecuencia, la relación encontrada refleja la necesidad de consolidar 

mecanismos permanentes de transparencia organizacional que permitan proyectar mayor 

eficiencia, responsabilidad y compromiso con la ciudadanía. 

Estos hallazgos coinciden con lo planteado por Buleje (2023), quien sostiene que las 

deficiencias en transparencia y gestión institucional erosionan la confianza ciudadana y 

profundizan la percepción de corrupción en las entidades públicas. De igual manera, Peters 

(2024) afirma que la confianza institucional se fortalece cuando las organizaciones promueven 

apertura, comunicación bidireccional y participación ciudadana. Bajo esta lógica, la 

transparencia institucional no debe limitarse a la publicación de información administrativa, 

sino que debe incluir mecanismos de interacción y retroalimentación con los ciudadanos. 

Finalmente, al determinar la relación entre la percepción de transparencia y la confianza 

institucional de los usuarios, los resultados evidenciaron una relación positiva y significativa, 

sustentada en un coeficiente de 0.853 y una significancia de 0.000. Este valor representa la 

asociación más fuerte encontrada en el estudio, lo que confirma que la transparencia, entendida 

de manera integral, constituye un factor determinante para fortalecer la confianza institucional 

en el contexto de la administración de justicia. 



Sin embargo, este resultado debe interpretarse considerando la complejidad de la 

relación entre ambas variables. La transparencia no genera automáticamente confianza, sino 

que actúa como una condición que favorece la legitimidad institucional cuando se acompaña 

de integridad, eficiencia, equidad y capacidad de respuesta. En ese sentido, el alto coeficiente 

encontrado sugiere que los usuarios valoran significativamente la apertura institucional como 

una señal de honestidad, responsabilidad y compromiso democrático, especialmente en un 

contexto nacional caracterizado por elevados niveles de desconfianza hacia el sistema judicial. 

Los resultados obtenidos coinciden con Grimmelikhuijsen y Meijer (2014), quienes 

sostienen que la transparencia fortalece la percepción de confiabilidad institucional, aunque 

sus efectos pueden variar según el contexto y la experiencia ciudadana. Asimismo, Erkkilä 

(2020) advierte que la relación entre transparencia y confianza es multifactorial y depende de 

factores sociales, políticos e institucionales. Precisamente por ello, la fortaleza de la relación 

encontrada en Chimbote adquiere relevancia, ya que evidencia que, en contextos de crisis de 

legitimidad, la transparencia puede convertirse en un mecanismo de recuperación de la 

credibilidad institucional. 

Con relación a la magnitud de esta asociación, resulta pertinente contrastarla 

cuantitativamente con los hallazgos de estudios previos, considerando las diferencias 

metodológicas entre ellos. En el caso de Morales et al. (2023), quienes analizaron el modelo 

de gestión de gobierno abierto en municipalidades peruanas mediante un análisis de regresión 

sobre una muestra probabilística de 319 municipalidades, se reportó que la confianza ciudadana 

quedaba explicada en un 32.5% (R²) por dicho modelo. Al transformar el coeficiente de 

correlación obtenido en el presente estudio a su equivalente en proporción de varianza 

compartida (ρ² = 0.853² ≈ 0.728), se observa que la asociación entre percepción de 

transparencia y confianza institucional en el contexto de Chimbote resulta considerablemente 

más fuerte que la reportada por Morales et al. (2023) (72.8% frente a 32.5% de varianza 



explicada). Esta diferencia podría explicarse por distinciones metodológicas relevantes: el 

estudio de Morales et al. (2023) evaluó la implementación objetiva de prácticas de gobierno 

abierto a nivel municipal, mientras que el presente estudio midió percepciones subjetivas de 

ambas variables reportadas por un mismo grupo de usuarios, lo cual tiende a generar 

asociaciones de mayor magnitud por compartir la fuente de medición. Asimismo, la naturaleza 

del sector estudiado —la administración de justicia, caracterizada por elevados niveles de 

desconfianza estructural— podría intensificar la sensibilidad de los usuarios ante señales de 

transparencia, en comparación con el ámbito municipal general analizado por dichos autores. 

Además, los resultados descriptivos mostraron que la transparencia fue percibida 

mayoritariamente como ‘mala’ o ‘regular’, mientras que la confianza institucional presentó una 

tendencia más favorable. Esta diferencia permite inferir que la confianza institucional todavía 

logra sostenerse parcialmente debido a otros elementos asociados al rol del sistema de justicia; 

sin embargo, también evidencia que dicha confianza podría deteriorarse progresivamente si no 

se fortalecen las prácticas de transparencia institucional. Por tanto, la transparencia no solo 

aparece como un requisito normativo o administrativo, sino como una necesidad estratégica 

para garantizar legitimidad, estabilidad y sostenibilidad institucional. 

Limitaciones 

Una de las principales limitaciones del estudio estuvo relacionada con el acceso y 

disponibilidad de los usuarios de la entidad administradora de justicia al momento de la 

aplicación del instrumento, debido a restricciones vinculadas al tiempo de permanencia de los 

participantes dentro de las instalaciones del Poder Judicial y a la naturaleza dinámica de la 

atención institucional. Ello implicó que la recolección de información se realizara en un único 

momento temporal y mediante un muestreo no probabilístico por conveniencia, lo que limita 

la generalización de los resultados hacia la totalidad de usuarios de la entidad, así como hacia 

otros contextos institucionales o sedes judiciales del país. 



Asimismo, debe considerarse como limitación la posible presencia de sesgo de método 

común, debido a que las variables percepción de transparencia y confianza institucional fueron 

medidas mediante instrumentos con escala tipo Likert, aplicados a los mismos participantes y 

en un mismo momento. Esta característica del diseño podría haber contribuido a incrementar 

las asociaciones observadas entre ambas variables y sus dimensiones, aspecto particularmente 

relevante considerando la magnitud elevada y relativamente homogénea de las correlaciones 

obtenidas. Por ello, estos resultados deben interpretarse como asociaciones entre las 

percepciones reportadas por los participantes, sin descartar la posible influencia del método de 

medición empleado. 

De manera relacionada, el estudio presenta una limitación respecto a la validez 

discriminante entre la percepción de transparencia y la confianza institucional. Si bien ambas 

variables fueron conceptualizadas y operacionalizadas como constructos distintos, la elevada 

asociación encontrada entre ellas y sus dimensiones, así como la ausencia de participantes que 

presentaran niveles opuestos —alto en una variable y bajo en la otra—, podrían indicar cierto 

grado de solapamiento entre ambos constructos. En ese sentido, no puede descartarse que las 

respuestas recojan parcialmente una valoración general favorable o desfavorable de los 

participantes hacia la institución, además de los componentes específicos de transparencia y 

confianza que se pretendió medir. Este aspecto debe ser considerado al interpretar la magnitud 

de las relaciones encontradas. 

Por otro lado, los resultados del estudio abren nuevas posibilidades para futuras líneas 

de investigación. En particular, se recomienda profundizar en el análisis de variables 

complementarias que no fueron abordadas directamente, tales como la percepción de 

corrupción, satisfacción con el servicio judicial, duración de los procesos, calidad de atención 

o experiencias previas de litigio. Asimismo, futuros estudios podrían incorporar diseños 

longitudinales, metodologías mixtas o fuentes de información diferenciadas que permitan 



reducir potenciales sesgos derivados del uso de un mismo método de medición. Del mismo 

modo, sería pertinente profundizar en la evaluación de la validez discriminante de los 

instrumentos empleados, a fin de determinar con mayor precisión la diferenciación empírica 

entre transparencia y confianza institucional, así como realizar comparaciones entre distintas 

entidades administradoras de justicia o diferentes regiones del país. 

Respecto a las conclusiones, primero, se concluye que existe una relación positiva, de 

magnitud muy fuerte y estadísticamente significativa entre la percepción de transparencia y la 

confianza institucional. Los resultados de la correlación de Spearman evidenciaron un 

coeficiente de ρ = 0.853 con un nivel de significancia p < 0.001, lo que indica que mayores 

niveles de percepción de transparencia suelen asociarse con mayores niveles de confianza 

institucional en los usuarios del Poder Judicial del distrito de Chimbote. Este hallazgo confirma 

que la transparencia institucional constituye un componente fundamental para el 

fortalecimiento de la legitimidad, credibilidad y confianza ciudadana dentro de las entidades 

administradoras de justicia. 

Segundo, se constata que las variables percepción de transparencia y confianza 

institucional se distribuyen en distintos niveles dentro de la muestra estudiada, predominando 

principalmente los niveles bajos en ambas variables. En efecto, el 52.86% de los participantes 

percibió un nivel bajo de percepción de transparencia y el 55.71% un nivel bajo de confianza 

institucional. Asimismo, la distribución conjunta evidenció que el 51.43% de los usuarios 

presentó simultáneamente niveles bajos en ambas variables, mientras que el 32.86% manifestó 

niveles altos en ambas. Estos resultados permiten aceptar la primera hipótesis específica de 

investigación, evidenciando que las percepciones de los usuarios respecto a la transparencia y 

la confianza institucional presentan tendencias claramente diferenciadas dentro de la entidad 

administradora de justicia estudiada. 



Tercero, se verifica que las dimensiones de la percepción de transparencia —

transparencia de información y datos, transparencia de procesos y procedimientos, 

transparencia de decisiones y fundamentos, y transparencia institucional y de gestión— 

mantienen relaciones positivas y estadísticamente significativas con la confianza institucional. 

De manera específica, la dimensión transparencia de información y datos presentó la asociación 

más intensa con la confianza institucional (ρ = 0.851; p < 0.001), seguida de transparencia de 

procesos y procedimientos (ρ = 0.839; p < 0.001), transparencia de decisiones y fundamentos 

(ρ = 0.811; p < 0.001) y transparencia institucional y de gestión (ρ = 0.804; p < 0.001). Estos 

resultados evidencian que la claridad de la información, el acceso a los procedimientos, la 

explicación de las decisiones y la apertura institucional representan elementos clave para 

fortalecer la confianza de los usuarios hacia la entidad estudiada. 

Cuarto, se confirma que las dimensiones de la confianza institucional —competencia 

técnica, capacidad de respuesta, integridad, apertura e inclusión, equidad e independencia 

institucional— se relacionan de manera positiva y significativa con la percepción de 

transparencia. Los resultados evidencian que todas las dimensiones presentan asociaciones 

estadísticamente significativas con la percepción de transparencia, destacando principalmente 

la dimensión equidad (ρ = 0.832; p < 0.001), seguida de capacidad de respuesta (ρ = 0.821; p 

< 0.001), apertura e inclusión (ρ = 0.821; p < 0.001), independencia institucional (ρ = 0.817; p 

< 0.001), competencia técnica (ρ = 0.816; p < 0.001) e integridad (ρ = 0.804; p < 0.001). En 

consecuencia, se evidencia que percepciones favorables respecto a la justicia, imparcialidad, 

ética institucional, capacidad de atención y autonomía de la entidad se encuentran 

estrechamente vinculadas con mayores niveles de percepción de transparencia dentro del 

contexto estudiado. 
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